
Tras conocerse que una menor de 12 años, embarazada como consecuencia de una violación, tendrá que 
llevar a término su embarazo; al  descubrirse que se encuentra de más de 22 semanas de gestación.  

ACAI RECUERDA QUE LOS/AS PROFESIONALES YA ADVIRTIERON DURANTE LA 
ARTICULACIÓN LEGISLATIVA QUE LA LEY DEBÍA CONTEMPLAR UNA SALIDA LEGAL 
Y HUMANA PARA LAS MUJERES VÍCTIMAS DE ESTE TIPO DE SITUACIONES. 
Una coyuntura que en el caso de menores como la afectada resulta especialmente grave, lo que sin duda 
debería conllevar una reflexión jurídica y legal.  
  
Madrid, 3 de junio de 2011. ACAI ya manifestó en su día a los/as legisladores, así como, al entonces 
Ministerio de Igualdad que si un embarazo suponía un riesgo fundamental para la  embarazada o estaba 
diagnosticada una enfermedad concomitante, se podría interrumpir la gestación sin plazo cuando existiera un 
pronóstico que certificara que de seguir el embarazo, este supondría un agravamiento importante o la 
generación de secuelas, y toda vez que la mujer autorizara dicha interrupción mediante un consentimiento 
informado. En estos casos la interrupción estaría amparada por el derecho común, pues es de consideración 
actual que ante un riesgo materno, deben ser aplicadas aquellas medidas que estén encaminadas a resolverlo. 

Además de las secuelas físicas y el riesgo vital que un parto puede generar en una menor de 12 años, resulta 
más que evidente que los hechos traumáticos que enfrenta una menor que ha estado en situación de 
desamparo, así como, las secuelas que arrastrará como consecuencia de estos hechos se verán agravadas por 
una maternidad que puede llegar a ser impuesta y no deseada, marcando irreversiblemente la vida de esta 
menor.  

Ante lo cual, ACAI pide que el equipo médico vuelva a considerar en su evaluación no solo el riesgo vital que 
conlleva para la menor llevar a término el embarazo, sino también las graves secuelas psicológicas que pueden 
a llegar a ser tan determinantes en la salud física y psíquica de esta menor en un futuro inmediato. La 
asociación de centros pide asimismo al juez que en su evaluación de la situación y del diagnóstico médico 
prevalezca ante todo la el interés de la menor gestante en todas sus dimensiones: físicas, psíquicas y sociales.  

Tal y como ya advirtiese ACAI, la posibilidad, más frecuente de lo que puede llegar a pensarse, de que se 
produzcan situaciones de este tipo, podría revitalizar en nuestro país situaciones de éxodo abortivo hacia 
aquellos países que como EEUU si contemplan estas situaciones. En tales casos la situación económica de la 
gestante o de su entorno dirimiría la salida del país y el acceso a este recurso fuera del territorio español.  

Por último, ACAI pide que se esclarezca de cuántas semanas de gestación estaba la menor cuando en el mes 
de abril el embarazo fue detectado por los servicios sanitarios, es decir, si ya entonces la menor se encontraba 
de más de 22 semanas de gestación o la dilación en la resolución de esta situación, de abril a junio, ha situado 
a la menor en dicha edad gestacional. De confirmarse que la dilación de esta situación ha procurado la edad 
gestacional de más de 22 semanas, ACAI pide que se diriman las responsabilidades jurídicas oportunas contra 
quien pueda proceder.  

 

Nota: Para ampliar estas valoraciones pueden contactar con Santiago Barambio, Presidente de 
ACAI, 670246982,  o con Francisca García, 618263414. 


